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Con un 65% de la 
población en situación 
de pobreza y un 43% 
en extrema pobreza, 
Honduras es considerado 
como el tercer país más 
desigual del mundo, solo 
detrás de Sudáfrica y 
Haití. 





Uno de los mayores 
escenarios de la 

desigualdad se da en las 
zonas rurales, donde 

el derecho al acceso a 
la tierra es una deuda 

histórica para más 
de tres millones de 

campesinos(as) y una de 
las principales razones 

de su pobreza. 



HONDURAS

En una extensión 
territorial tres veces 
más pequeña que la 
de Alemania, el 52% 
de la población de 
Honduras vive en el 
campo, pero la tierra 
le pertenece a un 
puñado de industrias.



El 1% de la agroindustria 
es dueña de una tercera 

parte de las áreas 
cultivables y el 75% de 
los campesinos(as) no 
tienen dónde cultivar. 



Honduras es un país de campesinos(as) 
sin tierra. De todo el territorio, 
sólo el 20% de la superficie agraria 
está en manos de pequeños(as) 
productores(as), de los cuales un 76% 
carece de títulos de propiedad  
y trabaja en situaciones precarias.



El tamaño de las propiedades 
campesinas también se ha 
reducido, al pasar de 2.3 

hectáreas en 1952 a 1.5 
hectáreas en el 2008. 



 

El 86% de ellas 
carece de tierra, en 
comparación al 65% de 
los hombres. Además, 
solamente el 8% tiene 
un título individual, en 
contraste con el 30% 
de los hombres.

Esta desigualdad 
afecta directamente 
el derecho de las 
familias campesinas 
para alimentarse 
adecuadamente. Hace 
algunos años, la FAO 
estimó que en Honduras 
mueren 15 personas al 
día por desnutrición. 

Para las mujeres rurales la situación es aún más difícil. 



“Solo tenemos 
ingresos una vez 

al año”, añade 
Wilman Chávez, 

su esposo. 

Dariela Roxana, 
vive en el 

municipio de 
San Pedro de 
Tutule, en el 

departamento 
de La Paz.

 
“No tenemos la 

posibilidad de 
tener una buena 
dieta alimenticia. 

En nuestra 
familia comemos 

carne como 
cada dos años”.



En el municipio de San 
Pedro de Tutule, la 
tierra es un derecho 
de pocos; un 42% 
de sus habitantes 
concentran todas 
las propiedades. 
La mayoría de los 
campesinos(as) 
trabajan para los 
terratenientes y 
más del 50% nunca 
ha tenido una tierra 
propia para cultivar. 

La pobreza es 
evidente.  
El 39% de sus 
pobladores(as) tiene 
ingresos menores a 
1.4$ diarios y el 73% se 
sostiene con menos de 
6$ diarios.



Como respuesta a la pobreza, 
en 2010 un grupo de 29 
familias campesinas sin tierra, 
recuperaron una finca de 35 
manzanas, ubicada en la aldea 
Las Huertas.  

El terreno estaba 
desocupado por más 
de 10 años y era una 
antigua propiedad de 
una familia poderosa 

de la zona.



“Como llevaba más de  
10 años ociosa, la Ley estipula 
que era una finca que se 
podía recuperar para quienes 
no tuvieran tierra”, explica 
Sebastián Reyes, Secretario 
Regional de la Central 
Nacional de Trabajadores  
del Campo (CNTC).



“Desde el 9 de julio del 2010 
estamos acá. Tomar esta tierra 

fue una luz para nosotros. 
Yo no tenía nada y acá estaba 
abandonado”, comenta Carlos 

Geovani, uno de los campesinos 
que se armaron de valor para 

tomarse la finca. 



Desde ese día 
empezaron a 

sembrar la tierra 
con hortalizas, 

verduras, frutas y 
café. 

En honor a la fecha de ingreso a la finca,  
los campesinos(as) decidieron nombrar   
el grupo como el “9 de Julio”.



Entre todos(as) 
construyeron las casas 
que nunca habían tenido y 
se repartieron la tierra 
en parcelas individuales y 
colectivas. 



Pero ellos(as) sabían 
que la recuperación 
no sería fácil.  
Desde el 2010 han 
sufrido 25 desalojos 
violentos...



Los más violentos se 
dieron en mayo de 2016 
y en enero de 2017. 

En 2016 entraron a la finca 12 patrullas de la 
Policía Nacional y 80 militares del ejército, la 

orden fue destruir e incendiar las casas, además 
de cortar todos los cultivos.

Avalados por el Poder Judicial, 
los agentes de seguridad 

dispararon a mansalva.  



Johnny Mejía es 
un sobreviviente. 
En enero de 2017 
recibió un balazo 
en su pierna. Otros 
tres campesinos 
también fueron 
heridos por los 
proyectiles.  

“Me hirieron 
debajo de un palo 
de naranjas. En 
total me hicieron 
9 disparos, hasta 
que uno me 
impactó. Después 
pasé tres meses 
en cama. Todavía 
sigo sintiendo los 
dolores”. 



Delia Murillo vive 
con su hijo de 11 
años. Hace unos 
meses enviudó. 

Samuel, su esposo, 
era el presidente 

de este grupo 
campesino y falleció 

al accidentarse en 
su moto, cuando huía 
de unos policías que 
querían capturarlo. 

Él había estado 
preso, por el delito 

de “usurpación de 
tierras”. 

“Ahora soy yo quien 
tiene que dedicarse 

a producir, para 
sostener a mi familia, 

estoy aprendiendo”. 



Durante el desalojo 
de 2016, Nadia Bardales 
tenía tres meses de 
embarazo. Luego de 
escapar de las bombas 
lacrimógenas lanzadas 
por los policías, regresó 
a su casa para recoger 
los escombros. Dentro 
de su vivienda sintió 
fuertes dolores en su 
vientre... 

“Por el susto tuve un aborto. 
La niña que perdí tendría ahora 
casi tres años. Al año volví a 
salir embarazada, esta vez de 
Lizzi.  Yo me metí a recuperar 
estas tierras para salir de la 
pobreza”.



Eduard es el esposo 
de Nadia. Actualmente 
es el presidente de 
este grupo campesino. 

Tras cada desalojo ha 
levantado su casa de 
nuevo...

“Nosotros la tierra 
no dejamos de 
trabajarla, a pesar 
de los desalojos; 
es nuestra forma de 
vivir. Yo sueño que 
se legalicen estas 
tierras. Queremos 
trabajarlas para tener 
un mejor presente y 
futuro”. 



Ella es Lizzi, la hija de Nadia y Eduard.  

t

Actualmente en 
la finca viven 13 
menores de edad, 
8 mujeres y 9 
hombres. Ahora 
son 9 familias las 
que persisten, las 
demás decidieron 
irse por el temor 
de ser agredidas.



“El día del 
desalojo yo 

tenía 3 meses de 
embarazo. Recuerdo 

que los policías 
nos robaron 
todo lo que 

teníamos. Lo que 
no destruyeron, se 

lo llevaron. Pero 
este grupo es como 
una familia, aunque 
vivimos con miedo. 

Si tuviéramos 
legal todo esto, 
produciríamos la 

tierra sin temor y 
Fabricio no habría 

tenido que emigrar”. 

Nuria Martínez muestra la 
foto de Fabricio, su esposo. 
Después del desalojo del 2017, 
él emigró hacia los Estados 
Unidos. Cada mes les envía 
unos 120 dólares de remesas. 

Este es el 
interior de 
la casa de 
Nuria



Wilman Chávez ha sido 
criminalizado. “Tener 
los antecedentes 
manchados nos complica 
mucho. Nos excluye aún 
más de la sociedad”, 

Desde hace 8 años, José 
Chicas asiste cada viernes  
a los Juzgados de Tutule, 
para firmar sus medidas 
sustitutivas.

Carlos Geovani 
estuvo preso durante 
4 meses. Aún no ha 
recibido su carta de 
libertad. 

La criminalización también actúa como un desalojo constante...



Se estima que 
de las personas 

criminalizadas, 
unas 1,700 son 

mujeres.

Actualmente hay 
más de 6,000 

campesinos(as) 
y campesinas 
procesadas 

judicialmente 
en Honduras, 

por conflictos 
relacionados 

al acceso a la 
tierra. 



En los últimos 9 
años, alrededor de 
120 activistas agrarios 
y campesinos(as) 
fueron asesinados por 
defender sus tierras. 
En las víctimas hay 10 
mujeres.

Estos crímenes también 
se manifiestan en 
el uso indebido del 
derecho penal, en las 
estigmatizaciones y 
en un marco jurídico 
violatorio a los 
derechos humanos de 
los defensores(as) 
de las tierras y los 
territorios. 

La criminalización tiene su expresión más atroz en los asesinatos.



Ante la violencia que 
sufre el campesinado, 

organizaciones 
rurales y sociales 

como la Vía Campesina, 
han presentado al 

Estado una propuesta 
de Protocolo de 

Desalojos, apegada a 
los derechos humanos. 

El gobierno 
aún no la ha 

aprobado...



El sombrero de José Chicas tiene 
dos fechas. Una que dice “9 de 
Julio” y otra que escribió tras 
un desalojo. Las marcó para no 
olvidar, como un recordatorio, 
como dice él, “para tener paciencia 
que algún día legalizaremos estas 
tierras”.



La jornada de trabajo del grupo “9 
de Julio” terminó por este día. Las 
familias se aprestan a descansar. 

Mañana, de nuevo, sus labores inician 
temprano. 

Mientras tanto, el olor a café se 
desprende de las cocinas de cada 
casa. Lo toman con gusto. Más que 

un hábito es un orgullo, porque es el 
café que ellos producen. 



En Honduras el 1% de la agroindustria es dueña de una 
tercera parte de las áreas cultivables y el 75% de los 
campesinos no tienen dónde cultivar.

En el municipio de San Pedro de Tutule, en 2010 un grupo de 
29 familias campesinas sin tierra, recuperaron una finca de 
35 de manzanas que llevaba más de 10 años ociosa. 

Pero ellos sabían que la recuperación no sería fácil. Desde el 
2010 han sufrido 25 desalojos violentos…

Actualmente hay más de 6,000 campesinos y campesinas 
procesadas judicialmente en Honduras, por conflictos 
relacionados al acceso a la tierra. De ellos, unas 1,700 son 
mujeres.

La criminalización tiene su expresión más atroz en los 
asesinatos. En los últimos 9 años, alrededor de 120 
activistas agrarios y campesinos(as) fueron asesinados por 
defender sus tierras. La mayoría de los casos permanecen 
impunes. 


